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MAGISTRADO PONENTE: HERNÁN MEJÍA URIBE

Pereira, doce de noviembre de dos mil nueve
Acta número 0067 del 12 de noviembre de 2009
En la fecha, siendo las tres y treinta minutos de la tarde, conforme se programó en auto que precede, esta Sala y su Secretaria se constituyen en audiencia pública dentro de la que ha de resolverse la apelación de la sentencia dictada por el Juzgado Laboral del Circuito de Dosquebradas el 3 de abril de 2009, dentro del proceso de doble instancia que María Ruby Marín Olarte le promueve a Apostadores de Risaralda S.A. Apostar S.A. 
El proyecto presentado por el ponente, aprobado por los restantes Magistrados de la Sala, fue discutido como consta en el acta a que se refiere el encabezamiento y alude a estos,

ANTECEDENTES
Manifiesta la demandante, por medio de apoderado judicial, que celebró contrato de trabajo con la sociedad demandada el 1° de mayo de 2000 para desempeñar el cargo de Vendedora de Apuestas Permanentes, con una remuneración equivalente al salario mínimo legal y cumpliendo con tres horarios de labores diferentes, de lunes a sábado de 8:00 a.m. a 5:30 p.m., de 12:30 p.m. a 9:45 p.m. , y, de 8:00 a.m. a 12:30 p.m. y de 5:00 p.m. a 9:45 p.m., incluyendo los festivos en semana y un dominical cada 15 días; en cumplimiento de sus labores presentó problemas de salud, siéndole diagnosticado en el año 2005 Lumbago con Ciática; el día 14 de agosto de 2007, la doctora Mónica Borja la suspendió verbalmente de manera indefinida, en razón a que un Juzgado Civil de Santa Rosa de Cabal había oficiado a la empresa solicitando el embargo de su salario; ante lo anterior, se quejó ante el Ministerio de la Protección Social, el cual procedió a remitir oficio a la demandada el 22 de agosto de 2007, misma fecha en que la actora sufrió un fuerte dolor en el pecho, siendo remitida a la Clínica Los Rosales, donde le diagnosticaron Angina Inestable, por lo que fue incapacitada inicialmente por 7 días, prorrogándose dicha incapacidad por 2 día más, cumplida la incapacidad, se presentó el 3 de agosto de 2007, a las 9:00 a.m. en la ofician principal de la demandada en Santa Rosa de Cabal, a fin de laborar y de que le pagaran su salario, allí le manifestaron la señora Rita Londoño y el administrador Jhon Mario Calderón que no le podían pagar y que tampoco podía trabajar hasta que no hablaran con la doctora Mónica Borja; por medio de escrito del 10 de septiembre fue terminado su contrato de trabajo, por incurrir en falta grave conforme a la cláusula 6ª, numeral 8° del contrato de trabajo, toda  vez que debía reintegrarse a sus labores el 3 de septiembre y no lo hizo; afirma que en momento alguno le fue entregada copia del contrato de trabajo, por lo que no se puede esgrimir el incumplimiento de una cláusula que no conocía; fue liquidada sin tener en cuenta los reajustes correspondientes a su salario y demás prestaciones sociales, dominicales y festivos laborados, como tampoco las horas extras y los recargos nocturnos, tampoco se tuvo en cuenta la dotación de calzado y vestido de labor, pues solo se le proporcionaba una dotación al año; agrega que siempre le cotizaron a pensión sobre un salario mínimo, sin tener en cuenta el salario real devengado.

Con base en el sustento fáctico relatado pretende que, luego de declarar la existencia entre las partes de un contrato de trabajo a término indefinido, desarrollado entre el 1° de mayo de 2000 y el 10 de septiembre de 2007, se declare que el mismo fue terminado injustamente y que como consecuencia se condene a la sociedad demandada al pago de la indemnización por despido injusto, el reajuste de salarios, cesantías, intereses a las mismas, vacaciones, rendimientos financieros dejados de percibir en el fondo de cesantías por consignar sumas menores; recargos nocturnos, dominicales y festivos, horas nocturnas, días compensatorios; a realizar ajustes a las cotizaciones para pensión con sus respectivos intereses moratorios y las sanciones a que haya lugar; la indemnización por falta de consignación de cesantías; lo que resulte probado, en virtud de las facultades extra y ultra petita, la indexación de las condenas y costas procesales; por último, solicita que sea valorada por la Junta de Calificación de Invalidez de Risaralda, una vez hecho lo anterior, se declare que hay lugar a que se le pague por la entidad correspondiente la pensión o indemnización a que haya lugar.

Por múltiples razones fue inadmitida la demanda, fl. 63, procediendo el apoderado de la actora a subsanar el libelo, fl. 65, aclarando que la fecha en que se presentó a laborar, pasada su incapacidad, fue el 3 de septiembre de 2007, cuando no le permitieron trabajar; en cuanto a las pretensiones, planteó como principales, que se declare la existencia del contrato de trabajo entre las partes, iniciado el 1° de mayo de 2000 y terminado sin justa causa por parte de la empleadora el 10 de septiembre de 2007 y que como consecuencia se condene a esta al pago de la indemnización por despido injusto, que se ordene el reajuste de las cotizaciones para pensión, con sus respectivos intereses moratorios y las sanciones a que haya lugar; que se condene a la accionada al pago de la indemnización por falta de consignación de cesantías, lo que resulte probado conforme a las facultades extra y ultra petita, que las condenas sean debidamente indexadas y que se carguen las costas del proceso a la demandada; subsidiariamente solicita que una vez se hayan rendido los testimonios, sea valorada por la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda y que el Juzgado declare que hay lugar a que se le pague por la entidad correspondiente la indemnización a que haya lugar.
La demanda fue admitida por auto del 11 de agosto de 2008, fl. 69, y se ordenó correrla en traslado a la parte accionada, quien contestó por medio de apoderado, fl. 77, pronunciándose respecto a los hechos. Se opuso a las pretensiones y excepcionó Prescripción, Pago, Cobro de lo no debido y Temeridad y mala fe.

Fracasó la fase conciliatoria ante la falta de tal ánimo en la accionada, fl. 416. Agotadas otras etapas, el Juzgado se constituyó en primera audiencia de trámite disponiendo la apertura del proceso a prueba ordenando tener por tales las que a las partes interesaron. 

Instruido en lo posible el debate, se clausuró el período probatorio convocándose a juzgamiento que fue proferido en audiencia pública llevada a cabo el 3 de abril último, fl. 440. La sentencia negó las pretensiones de la demanda al encontrarse que existió justa causa para despedir a la actora, que el pago de sus aportes para pensión se hicieron con base en el salario realmente devengado y que el auxilio de cesantía fue consignado cada año en el correspondiente fondo.
Como la sentencia resultó totalmente adversa a los intereses del demandante se ordenó su consulta, y en cumplimiento de lo dispuesto por el artículo 69 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social se enviaron las diligencias ante esta Sala, donde una vez corrido el traslado de rigor a las partes se dispone a resolver previas las siguientes

CONSIDERACIONES
Tal como lo expresara el a quo, las pretensiones de la demanda fueron variadas al subsanarla, por lo tanto, el análisis a realizar en esta instancia se limitará a las planteadas en el documento de folios 65 y ss, consistentes en la declaración de la existencia de un contrato de trabajo entre las partes, desarrollado entre el 1° de mayo de 2000 y el 10 de septiembre de 2007, terminado sin justas causa, con la consecuente condena por indemnización por despido injusto, indemnización por no consignación de cesantías y la realización de ajustes de las cotizaciones para pensión; en cuanto a la pretensión subsidiaria, consistente en que se declarara por parte del Juzgado, una vez realizada la respectiva valoración por parte de la Junta Regional de Calificación de Invalidez, la indemnización a que tuviera derecho por la entidad correspondiente, ella no será objeto de examen alguno, toda vez que el apoderado de la demandante, renunció a la realización de dicha valoración, como consta a folio 437, resultando la misma imprescindible para poder emitir decisión al respecto.
La parte demandada acepta en su contestación la existencia de la relación laboral, sin embargo afirma que ésta no inició el 1° de mayo de 2000, sino, en la misma calenda de 2001.

Lo anterior encuentra sustento en el contrato de trabajo visible a folio 406, mismo que cuenta con la firma del representante de la Entidad, de la actora y de dos testigos; también milita al infolio, tal como lo señaló el funcionario de primera instancia, la hoja de vida presentada por la señora Marín Olarte el 26 de abril de 2001, fl. 405, y los formatos de afiliación a la AFP Santander de mayo 1° de 2001, fl. 401 y a la EPS Coomeva el 7 de mayo de 2001, fl. 398; de igual manera lo anterior es confirmado por las señoras Mónica Borja, fl. 425, y Doris Adriana Gallego Mesa, fl. 433.
Por su parte la demandante no probó nada al respecto, por lo tanto se tendrán como extremos de la relación laboral que unió a las partes el 1° de mayo de 2001, como inicial, y el 10 de septiembre de 2007, como mojón final, conforme lo expresa la demandante, fl. 5, y tal como se demuestra con la carta de terminación del contrato de trabajo, fl. 278. 

Respecto a la terminación del contrato de trabajo con justa causa, indica el artículo 62 del Código Sustantivo del Trabajo:

“Artículo 62.—Subrogado. D.L. 2351/65, art. 7º. Terminación del contrato por justa causa. Son justas causas para dar por terminado unilateralmente el contrato de trabajo:

a) Por parte del patrono:
…

6. Cualquier violación grave de las obligaciones o prohibiciones especiales que incumben al trabajador de acuerdo con los artículos 58 y 60 del Código Sustantivo del Trabajo, o cualquier falta grave calificada como tal en pactos o convenciones colectivas, fallos arbitrales, contratos individuales o reglamentos. …” (Subrayado nuestro)
Ahora bien, en el escrito de terminación del contrato, se expresó que la decisión se tomaba toda vez que había incurrido la trabajadora en una falta grave al tenor de la Cláusula 6ª, numeral 8° del contrato de trabajo.

A folio 406 del expediente encontramos copia del referido contrato de trabajo, el cual en los apartados indicados anteriormente, sostiene:

“Sexta: Constituyen falta (sic) graves que son justas causas para dar por terminado unilateralmente el contrato de trabajo por parte del empleador en concordancia con el Art. 62 Literal a., Número 6 del Código Sustantivo del Trabajo, las siguientes que las partes califican como graves: … 8) La no asistencia a una sesión completa de la jornada de trabajo, o más, sin excusa suficiente a juicio de sus superiores. …” (Subrayado nuestro)
Expresó la actora en su demanda, que se presentó en la oficina principal de la demandada en Santa Rosa de Cabal, el 3 de septiembre de 2007, una vez culminada su incapacidad, donde le informaron que no podía laborar, sin embargo esto se quedó en su simple afirmación, toda vez que los testigos aportados por ella, José Rigoberto Sánchez Londoño, fl. 423, Doris Adriana Gallego Mesa, fl. 433, y Doralba Marín Olarte, son testigos de oídas; en efecto, el primero de ellos indicó “ella trabajaba ahí en Apostar y dicen que a ella la suspendieron que porque ella tuvo un infarto y que cuando ella volvió, que fue a laborar que ya estaba suspendida, de eso me di cuenta, porque yo me mantengo ahí en la empresa, yo soy muy amigo de todos ahí en Apostar …”, de donde se decanta que lo que sabe, llegó su conocimiento por comentarios de los empleados e la demandada, pues el testigo frecuentaba la empresa y es amigo de las personas que ahí laboran; por su parte, la señora Gallego Mesa, laboró con la actora, sin embargo se retiró de la empresa el 28 de junio de 2007, es decir, casi dos meses antes de los hechos, amén que se denota en su declaración que sus conocimientos en cuanto a la forma de terminación del contrato de trabajo es ínfima; por último, la hermana de la causante refirió que había laborado con ella en Apostar, no obstante se retiró en el año 2005 y afirma que supo los pormenores del despido por medio de su hermana y por otras excompañeras de trabajo que le contaron.

Por su parte, los deponentes aportados por la accionada sí fueron testigos presenciales de los hechos, dando razón de lo ocurrido y de los intentos por localizar a la demandante para que se reintegrara a sus labores, por vía telefónica e incluso acudiendo a su sitio de residencia, así lo exponen Mónica Borja, fl. 425, y Jhon Mario Calderón Quintero, fl. 430, siendo este último quien acudió en varias ocasiones a la casa de la accionante con resultados infructuosos.

De lo anterior se decanta que la terminación del contrato de trabajo obedeció a una justa causa, plasmada en el mismo contrato de trabajo, por lo tanto no habrá lugar a fulminar condena alguna por concepto de indemnización por despido injusto.

En cuanto a la solicitud de condena por la falta de consignación de las cesantías a un fondo y el reajuste de las cotizaciones por pensión, son de recibo las argumentaciones expuestas por el a quo respecto al principio de congruencia establecido en el artículo 305 del Código de Procedimiento Civil, toda vez que estas pretensiones no tiene asidero ni correspondencia con los hechos planteados en la demanda, en los cuales no se hace una mención expresa del porqué se deban reajustar las cotizaciones al Sistema General de Pensiones o en que consistió el incumplimiento en la consignación de las cesantías, o por cuales períodos; sin embargo, se puede decantar del confuso escrito introductorio que el motivo de queja es la falta de inclusión de los valores pagados por horas extras diurnas y nocturnas, dominicales y festivos, al momento del pago de aportes para pensión y de la consignación de cesantías.

Desde la presentación de la demanda, se aseguró que la demandante percibía por sus labores una remuneración equivalente al salario mínimo mensual, lo que fue aceptado por la demandada y corroborado por los testigos; no obstante lo anterior, al analizar los documentos de folios 93 a 97, se verifica que los aportes realizados mes a mes por lo general se hacían por cantidades superiores al mencionado mínimo legal de cada año, de donde se colige que allí se incluyeron los pagos por labores extra que ocasionalmente desarrollaba la actora, mismas que no es posible concretar exactamente, toda vez que no se aportaron al infolio las probanzas pertinentes que permitan estimar de manera fehaciente, diáfana y clara la cantidad exacta de trabajo suplementario desempeñado, tal como de vieja data lo tiene reseñado la Corte Suprema de Justicia. 
  
Los mismos argumentos son válidos para lo tocante al auxilio de cesantía, toda vez que conforme a los folios 113 y 115, éstas fueron consignadas oportunamente en el respectivo fondo administrador, y al igual que los aportes para pensión, fueron liquidadas por un valor siempre superior al salario mínimo que devengaba la actora.
Visto lo precedente, se impone la confirmación de la decisión de primera instancia, sin embargo, encuentra esta Colegiatura que a pesar de que el funcionario de primera instancia encontró probada la existencia de un contrato de trabajo entre las partes, lo cual manifestó en la parte considerativa de la sentencia, omitió incluir el debido pronunciamiento en la parte resolutiva de la misma, por lo tanto así se hará en esta instancia.
Costas en esta sede no se causaron por tratarse de consulta.
En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 
FALLA

PRIMERO: DECLARAR la existencia de un contrato de trabajo a término indefinido entre la señora María Ruby Marín Olarte, como trabajadora, y la sociedad Apostadores de Risaralda S.A. Apostar S.A., el cual se desarrolló entre el 1° de mayo de 2001 y el 10 de septiembre de 2007.
SEGUNDO: ABSOLVER a la sociedad Apostadores de Risaralda S.A. Apostar S.A. de las restantes pretensiones incoadas en su contra por la señora María Ruby Marín Olarte, conforme a lo expuesto en la parte motiva del presente proveído.

TERCERO: CONFIRMAR los numerales segundo y tercero de la sentencia de primera instancia.
Costas en esta sede no se causaron por tratarse de consulta.
Decisión notificada en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente diligencia, se termina y se firma en constancia el acta por los intervinientes.

Los Magistrados,

Hernán Mejía Uribe

Francisco Javier Tamayo Tabares

Ana Lucía Caicedo Calderón
CONSUELO PIEDRAHÍTA ALZATE
Secretaria
� CSJ. Cas. Laboral. Sent. Octubre 10 de 2005. Rad. 23928. M.P. Francisco Javier Ricaurte Gómez; Sent. Julio 15 de 2008. Rad. 31637. M. P. Dr. Isaura Vargas Díaz, entre otras.
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